


















































































































































REPÚBLICA DEL ECUADOR
OFICINA DE GESTIÓN JUDICIAL ELECTRÓNICA

E-SATJE 2020
 

UNIDAD JUDICIAL CIVIL CON SEDE EN LA PARROQUIA IÑAQUITO DEL DISTRITO
METROPOLITANO DE QUITO, PROVINCIA DE PICHINCHA

 
 
El día de hoy, lunes 22 de junio de 2026 a las 20:22, en la provincia de PICHINCHA, cantón QUITO, se
ingresa el ESCRITO, presentado por: PROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO
 
Juicio N°: 17230-2026-12784
Instancia: PRIMERA INSTANCIA
Juez(a): DOCTOR LANDAZURI SALAZAR LUIS FERNANDO (Juez Ponente)
Secretario(a): ARCOS GUANOLUISA ANA MARIELA
 
Al que se adjunta los siguientes documentos: 
 
1) Escrito (ORIGINAL )
 
Total de fojas: N°. 19
 
 
Presentado en línea por: SALVADOR SALVADOR ESTUARDO  con número de cédula: 

295355457-DFE



SEÑOR JUEZ DE LA UNIDAD JUDICIAL CIVIL CON SEDE EN LA 
PARROQUIA IÑAQUITO DEL DISTRITO METROPOLITANO DE QUITO, 
PROVINCIA DE PICHINCHA (DR. LUIS FERNANDO LANDÁZURI 
SALAZAR):

Doctor CARLOS LEONARDO ALARCÓN ARGUDO, 
haciendo referencia a la ACCIÓN DE PROTECCIÓN signada con el 
número 17230-2026-12784-DR. LUIS FERNANDO LANDÁZURI 
SALAZAR, comparezco en calidad de amicus curiae, y respetuosamente 
manifiesto:

I. SOBRE LA NATURALEZA JURÍDICA DEL AMICUS CURIAE

La figura jurídica del amicus curiae utilizada tanto en instancias 
nacionales como internacionales en casos en los cuales se encuentren en 
conflicto derechos humanos, constituye una herramienta jurídica 
procesal a través de la cual se pretende un diálogo colaborativo entre los 

operadores de justicia, el foro académico, profesionales y la ciudadanía, 
con el propósito de aportar al proceso elementos de análisis que permitan 
a los jueces construir un mejor criterio en el caso en disputa.

Así lo ha determinado la Corte Constitucional del Ecuador, dentro 
de la sentencia No. 177-15-SEP-CC, de 03 de junio de 2015, en la que 
señala, “La figura de amicus curiae o ‘amigo del tribunal’ constituye una 
herramienta que permite a las personas ajenas a un proceso judicial, 
aportar con criterios jurídicos sobre un punto determinado, con el objeto de 
facilitar y contribuir a los operadores de justicia en la resolución de un 
litigio controversial, en el cual, por lo general, se encuentran en juego 
derechos constitucionales”.

Adicionalmente la figura de amicus curiae es concebida como, “una 
presentación ante el tribunal donde se tramita un litigio judicial de terceros 
ajenos a esa disputa que cuenten con un justificado interés en la resolución 
final del litigio, a fin de ofrecer opiniones consideradas de trascendencia 
para la sustanciación del proceso en torno a la materia controvertida” 
(Abregú. M & Courtis, C, ‘Perspectivas y posibilidades del amicus curiae 
en el derecho argentino’. En: La aplicación de los tratados sobre derechos 
humanos por los tribunales locales Buenos Aires: CELS, Editores del 
Puerto, 1997, p. 380), por este motivo el amicus tendría una, “(...) doble 
función: a) aportar al tribunal bajo cuyo examen se encuentra una disputa 
judicial de interés público argumentos u opiniones que puedan servir como 
elementos de juicio para que aquél tome una decisión ilustrada al respecto; 
y b) brindar carácter público a los argumentos empleados frente a una 
cuestión de interés general decidida por el Poder Judicial, identificando 
claramente la toma de posición de los grupos interesados, y sometiendo a



 
 

 

la consideración general las razones que el tribunal tendrá en vista al 
adoptar y fundar su decisión” (ibidem p. 388). 
 

II. NORMA OBJETO DE LA DEMANDA DE ACCIÓN DE PROTECCIÓN 

 
Al respecto, la norma objeto de protección que identifico e invoco, 

corresponde al derecho constitucional de participación del 
compareciente, mismo que se encuentra consagrado en la Constitución 
de la República del Ecuador en su artículo 61.2 y 61.7. 
 

Concomitante con el indicado derecho constitucional, se ha de 
velar por mi derecho a la seguridad jurídica comprendido en el artículo 
82 de la Constitución de la República. 
 

III. ELEMENTOS DE ANÁLISIS  

 

ANTECEDENTES.  

 
La acción de protección con medidas cautelares, presentada por el 

señor JORGE WASHINGTON ANDRADE ESCOBAR, que, analizada por el 
juez constitucional, se ha resuelto en auto de 28 de mayo de 2026, las 
15h09, reúne los requisitos previstos en el artículo 10 de la Ley Orgánica 
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, por lo que la 
aceptó a trámite, es el antecedente para comparecer a esta causa. 
 

En la misma señala que, 
 

“El acto violatorio de los derechos constitucionales que argumento ut infra es el 
Informe Individual de reconsideración del postulante Nro. 135, notificado vía 
correo electrónico con fecha 15 de abril de 2026, la Resolución No. CCS-FGE-SA-
0035-2026 / 26-03-2026, y la Resolución No. CCS-FGE-SA-0066-2026 / 10-04-
2026 notificada vía correo electrónico con fecha 15 de abril de 2026, dentro de las 
cuales se niega la solicitud de reconsideración interpuesta por el postulante Jorge 
Washington Andrade Escobar y se ratifica la condición de no admitido por el 
supuesto incumplimiento del artículo 29, numerales 4 y 11 de la Codificación de 
Reglamento, con una clara violación a los derechos constitucionales a la igualdad 
y no discriminación, seguridad jurídica y debido proceso. Además de la 
RESOLUCIÓN No. CCS-FGE-SA-0079-2026 17-04-2026 DE LA COMISIÓN 
CIUDADANA DE SELECCIÓN PARA EL CONCURSO DE MÉRITOS Y OPOSICIÓN 
PARA LA SELECCIÓN DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA FISCALÍA GENERAL 
DEL ESTADO”. 

 

IV. SOBRE LOS ARGUMENTOS EN DEBATE 

 



 
 

 

De la revisión del memorial de interposición de la Acción de 
Protección, identifico puntos de especial relevancia a ser tratados por el 
juzgador, y que los he clasificado así: 
 

1. DESNATURALIZACIÓN DE LA ACCIÓN DE PROTECCIÓN 
 

La desnaturalización de una acción de protección, ocurre cuando 
esta garantía jurisdiccional se utiliza indebidamente para resolver 
asuntos que tienen sus propios procedimientos ordinarios, alterando su 
propósito exclusivo y constitucional. 
 

Se abusa de este recurso frente a simples incumplimientos o 
desacuerdos donde no existe una violación directa, clara y actual a un 
derecho fundamental amparado por la Constitución. Ello establece que 
no se puede dar paso a una acción de protección así propuesta, ya que 
se produciría una vulneración del derecho constitucional a la seguridad 

jurídica. 
 

La jurisprudencia de la alta corte (Corte Constitucional) señala que, 
al desnaturalizar esta acción, se vulneran los principios de 
subsidiariedad y seguridad jurídica. Además, el abuso de esta garantía 
satura el sistema judicial y resta eficacia a la acción frente a verdaderos 
casos de urgencia constitucional. 
 

La supuesta conducta que vulnera derechos del accionante, en 
cuanto a lo que al doctor Carlos Leonardo Alarcón Argudo identifica, se 
contrae a los siguientes párrafos, 
 

“De la documentación entregada por el Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social y por la Comisión Ciudadana de Selección, es evidenció que uno de 
los postulantes admitidos al concurso —el actual fiscal Alarcón— no presentó 

personalmente su documentación ante las dependencias del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social, sino que dicha entrega habría sido 
realizada por una tercera persona. Este hecho resulta de enorme trascendencia 
constitucional y jurídica, pues evidencia una aplicación desigual, arbitraria y 
selectiva de las normas del concurso. 
 
En efecto, mientras al hoy accionante se le aplicó una interpretación 
absolutamente rígida, restrictiva y formalista respecto de requisitos documentales, 
llegando incluso a excluirlo completamente del concurso por supuestas omisiones 
subsanables, respecto de otros postulantes la Comisión accionada aplicó 
criterios totalmente distintos y mucho más flexibles, permitiendo actuaciones 
expresamente no contempladas en el reglamento. 
 
Debe señalarse que el artículo 30 del Reglamento del Concurso regula 
expresamente la entrega de documentación y el procedimiento de recepción de 
expedientes. Sin embargo, de la revisión integral del referido artículo y del régimen 
reglamentario del concurso, no existe disposición alguna que autorice que la 



 
 

 

documentación pueda ser presentada por terceras personas ajenas al postulante. 
Por el contrario, del propio diseño normativo del concurso se desprende claramente 
que la postulación es personalísima, la entrega de documentación forma parte 
esencial del acto de postulación y la recepción del expediente constituye un acto 
individual e intransferible del postulante. 
 
(…) 
 
De las actas de entrega-recepción entregadas en cumplimiento de la sentencia 
constitucional, se desprende que el actual fiscal Alarcón —postulante admitido al 
concurso— no presentó personalmente la documentación correspondiente a su 
postulación, sino que dicha entrega habría sido realizada por una tercera persona. 
 
(…) 
 
La doctrina constitucional ha sido clara en sostener que la igualdad se vulnera no 
solamente cuando una norma discrimina expresamente, sino también cuando una 
autoridad aplica criterios distintos frente a situaciones equivalentes sin una 
justificación objetiva y razonable. 

 
(…) 
 
Por tanto, la administración no podía aplicar el Reglamento de manera estricta, 
rígida y excluyente respecto del Dr. Washington Andrade, mientras aplicaba un 
criterio flexible, permisivo o excepcional respecto de otro postulante. La igualdad 
exige que quienes se encuentran en una misma posición jurídica sean tratados 
bajo los mismos parámetros. En otras palabras, el accionante Dr. Washington 
Andrade se le eliminó por falta de una firma en una parte un formulario electrónico, 
a pesar de que se encontraba firmado en el formulario principal; si embargo, se 
admite la participación del postulante Carlos Leonardo Alarcón Argudo por ser 
fiscal general del Estado -por ser Fiscal General del Estado- (sic) con la ausencia 
de su firma en un formulario previsto en el artículo 29 y 30 del Reglamento. 
Así los hechos terminan siendo claros: existe una indiscutible discriminación 
porque al tratarse de formularios con ausencia de firma, debían correr con 
la misma suerte”. 

 
Las manifestaciones aquí recogidas, carecen de veracidad y lo que 

es más relevante, de lealtad con la alta investidura que conocemos ha 
pretendido ganar por concurso el quejoso, y de su lectura, es fácilmente 
comprensible la desnaturalización de la garantía propuesta. 
 

Y destacable es sostener en procura del respeto de mis derechos y 
garantías, que de modo alguno pueden enmarcarse mis acciones como 
equivalentes a las del accionante, y su mismo memorial me releva de 
comentario, cuando admite bajo su responsabilidad, actuar al margen de 
la ley, y ubicar así sus actos propios, al destacar sin rubor alguno que, 
 

“La inexistencia de autorización normativa para delegar la entrega documental 
adquiere especial relevancia si se considera que el reglamento fue aplicado con un 
rigor extremo contra el hoy accionante respecto de aspectos puramente formales. 



 
 

 

No obstante, frente a una irregularidad mucho más grave, la Comisión 
accionada decidió admitir dicha postulación sin observación alguna. 
 
(…) 
 
La omisión normativa respecto de la posibilidad de delegar la entrega documental 
no es irrelevante. Por el contrario, adquiere enorme importancia si se considera 
que el reglamento fue aplicado con severidad absoluta frente al accionante por 

supuestos defectos formales menores. 
 
(...) 
 
Precisamente aquello ocurrió en el presente caso, ya que, como se desprende de 
las resoluciones antes mencionadas, no existe ninguna justificación 
constitucionalmente válida para exigir rigurosamente determinadas formalidades 
al accionante; mientras simultáneamente se toleran irregularidades mucho 

más graves respecto de otros postulantes” 

 
Lo único admisible de esta construcción, radica en que el 

accionante declara y suscribe haber cometido irregularidades en el 
proceso de selección y designación de la primera autoridad de la Fiscalía 
General del Estado. 
 

Pero, más allá de cómo el accionante se define y define sus actos, 
identifico la mala fe, pues sostiene, con evidente malicia, y pretendiendo 
sorprender a la autoridad jurisdiccional y hacerla incurrir en error, que 
existe ausencia de mi firma en los FORMULARIOS previstos en el 
reglamento, lo cual es totalmente falso, y usted señor Juez deberá 
evidenciar, solicitar y oficiar al Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social, certifique si alguno de los formularios obligatorios y 
entregados en mi postulación, constan ausentes de mi firma. 
 

A saber, revisada la Codificación del Reglamento para el Concurso 
de Méritos y Oposición para la Selección y Designación de la Primera 
Autoridad de la Fiscalía General del Estado, los formularios obligatorios 
y que todos los he presentado firmados, consistían en: 
 

“Artículo 27.- Formulario único de postulaciones.- El formulario único de 
postulación será publicado en el portal web institucional del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social, será llenado íntegramente por el 
postulante y suscrito con firma electrónica o manuscrita, luego de lo cual se lo 
entregará en un medio magnético de almacenamiento y de forma impresa 
juntamente con los documentos que conforman el expediente. 
 
Las y los postulantes son responsables de la información que ingresen al sistema 
de inscripciones; así como de revisar permanentemente el correo electrónico 
consignado en el formulario único de postulación para recibir sus notificaciones, y 
revisar constantemente la web institucional del Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social. 
 



 
 

 

(…) 
 
Artículo 29.- Documentos que conforman el expediente.- El postulante 
presentará el expediente físico adjuntando la documentación de respaldo en 
original o debidamente certificada o notariada. En el caso de certificaciones que 
se generen en línea con firma electrónica no requerirán autenticación, de la misma 
forma presentarán un medio magnético de almacenamiento en donde adjuntarán 
la documentación con firmas físicas debidamente escaneadas, y los documentos 
con firmas electrónicas o que contengan códigos de verificación. Serán documentos 
de presentación obligatoria: 
 
1. Formulario único de postulación; 
2. Hoja de vida, de acuerdo con el formato único establecido por el Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social y publicado en el portal web 
institucional; 
3. Declaración de consentimiento de tratamiento de los datos personales del 
postulante; el formato único establecido por el Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social y publicado en el portal web institucional; 
4. Formulario de declaración de conflicto de intereses; el formato único 
establecido por el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social y publicado 
en el portal web institucional (…)”. 

 
De la Codificación transcrita, oportuno es identificar entonces que 

existen dos momentos, el de postulación y el de entrega del expediente. 
En este orden, el formulario de postulación conlleva el texto, “El presente 
formulario, debe ser impreso y con firma manuscrita entregado junto con 
la documentación soporte, en la Oficina Matriz y Delegaciones Provinciales 
del CPCCS. Para residentes en el exterior se presentará en las oficinas 
Consulares del Ecuador”, en tanto que el acta de la entrega recepción a 
la que se refiere el accionante detalla, “entrego al Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social la documentación de mi expediente”.  
 

Pero es preciso recordarle al accionante, que la misma acción que 
utiliza de base para esta nueva formulación de una garantía 
jurisdiccional, esto es la sentencia emitida en el Juicio No. 17U06-2026-
00149, tramitado en la UNIDAD JUDICIAL ESPECIALIZADA DE 

GARANTÍAS PENITENCIARIAS, CON SEDE EN EL DISTRITO 
METROPOLITANO DE QUITO, PROVINCIA DE PICHINCHA, y resuelto 
con fecha Quito, viernes 15 de mayo del 2026, a las 18h54, le señala, 
 

“Dada la naturaleza del concurso de méritos y oposición, la información requerida 
califica indudablemente como información pública producida por el Estado, en 
efecto, las Actas de Entrega-Recepción son instrumentos de gestión 

administrativa formalizados por las entidades del sector público en el ejercicio 
de sus competencias, por cuanto al instrumentalizar la recepción de expedientes 
dentro de un proceso de selección nacional, la generación de estos documentos 
proviene directamente del aparataje estatal y por ende, se encuentra sujeta de 
forma estricta a los principios de publicidad y libre acceso ciudadana. (…) Bajo 

esta lógica, la suscrita Jueza Constitucional considera que las actas de 
entrega-recepción solicitadas no pueden ser consideradas documentos ajenos al 



 
 

 

procedimiento ni información desvinculada del interés público, por lo contrario, se 

convierten en instrumentos que acreditan un acto esencial del concurso, 
esto es, la presentación formal y oportuna de los expedientes de postulación, 
permitiendo verificar aspectos sustanciales del proceso, tales como la fecha y hora 
de recepción, la integridad documental y la regularidad en el ingreso de 
expedientes, elementos indispensables para garantizar igualdad, transparencia y 
seguridad jurídica dentro de un concurso de mérito y oposición”.  

 
Entre todos los argumentos que esgrime el accionante, olvida 

destacar que la Corte Constitucional busca evitar el formalismo excesivo 
y priorizar la tutela judicial efectiva, permitiendo subsanar errores, 
siempre que no se trate de una omisión sustancial que impida el análisis 
de fondo. La Corte ha establecido que no se debe impedir el acceso a la 
justicia, por formalismos, cuando la voluntad de la parte es clara, 
conforme así lo es en mi caso al optar por postularme en el concurso que 
se lleva adelante. La Corte Constitucional del Ecuador, a través de sus 
diversas sentencias (ej. sentencia 56-18-IS/22), busca un equilibrio entre 

la exigencia de requisitos formales y la protección de derechos, 
priorizando que la omisión no se convierta en una barrera insuperable 
para el debido proceso. 
 

2. ANÁLISIS DE VÍA ADECUADA 

 
La Corte Constitucional del Ecuador, ha determinado que este 

análisis debe seguir una estructura clara: 
 
a. Obligación de analizar el fondo (prohibición de residualidad) 
 

El juez tiene la obligación principal de verificar si existió o no 
vulneración de derechos constitucionales. No puede suponer que la 
existencia de otra vía ordinaria es razón suficiente para inadmitir o negar 
la acción de plano. 
 
b. Verificación de la dimensión constitucional 

 
El juez debe analizar si el problema trasciende el ámbito legal 

ordinario. Si la pretensión afecta la dimensión constitucional de un 
derecho, la vía constitucional es la adecuada. Por el contrario, si el 
conflicto es de mera legalidad o infraconstitucional, le corresponde 
determinar que la vía ordinaria es la pertinente. 
 
c. Prueba de idoneidad y eficacia 
 
Si el juez determina que el conflicto podría ventilarse en la justicia 
ordinaria, antes de rechazar la garantía, debe evaluar si dicha vía es 



 
 

 

adecuada y eficaz para reparar el derecho vulnerado de manera 
inmediata. Para ello, la vía ordinaria debe cumplir con: 
 

- Idoneidad: Ser materialmente apta para tutelar el derecho 
vulnerado. 

- Eficacia: Ofrecer una solución oportuna y real frente a la 
inminencia del daño. 

 
d. Directrices jurisprudenciales vinculantes 
 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional establece que solo 
cuando sea evidente que la acción de protección está siendo 
desnaturalizada (usada como un recurso ordinario más) y existe una vía 
ordinaria verdaderamente eficaz, el juez puede derivar el caso a la justicia 
ordinaria. 
 

En la presente acción, el proponente confunde el debate, puesto 
que en un parte destaca supuestamente verse afectado por la vulneración 
de su derecho constitucional a la igualdad y no discriminación, seguridad 
jurídica, debido proceso, y a la participación; pero por otra parte se 
permite hacer un paralelismo con acciones administrativas efectuadas en 
el concurso en el análisis de la postulación del doctor Carlos Leonardo 
Alarcón Argudo, de lo que se vuelve inexplicable su pretensión, y 
tenemos: 
 

- ¿Busca que se le reconozca un derecho, esto es el que ha su decir 
se le ha concedido al doctor Alarcón? 

- ¿Busca que al doctor Alarcón se le otorgue el mismo tratamiento 
que a su decir se le ha dado a él, y se lo excluya del concurso? 

 
Más allá de éstas, que serían pretensiones totalmente lesivas para 

mis derechos y garantías, el quejoso conoce perfectamente la vía -
reconsideración-, declara haberla actuado, pero se supone está 

inconforme con ella. 
 

En efecto, en su memorial detalla, 
 

“En el caso concreto, los informes de reconsideración no satisfacen ese estándar. 
La Comisión no respondió de forma real los argumentos centrales expuestos 

por el accionante en su solicitud de reconsideración. No explicó por qué 
debía prevalecer una lectura formalista del reglamento por encima del derecho de 
participación. No justificó por qué no era aplicable el principio de favorabilidad de 
derechos. No desarrolló análisis alguno de proporcionalidad. No explicó por qué 
las observaciones formuladas no podían ser subsanadas. En consecuencia, la 
motivación es aparente, pues exteriormente parece una fundamentación, pero 
materialmente no resuelve los problemas constitucionales planteados”. 



 
 

 

 
La Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y 

Oposición para la Selección y Designación de la Primera Autoridad de la 
Fiscalía General del Estado, la destaca así, 
 

“Artículo 33.- Reconsideración de admisibilidad.- El postulante que se considere 
afectado por la resolución que adopte la Comisión Ciudadana de Selección, dentro 
el término de tres días contados a partir del día siguiente de la notificación, podrán 
solicitar la reconsideración a la Comisión Ciudadana de Selección, la que resolverá 
de forma motivada e individual dentro del término de cinco días contado desde la 
entrega de las reconsideraciones por parte de la Secretaría General. 
 
Las solicitudes de reconsideración se receptarán en físico en la Secretaría General 
del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, en las Delegaciones 
Provinciales del CPCCS o en las oficinas consulares del Ecuador. No se aceptarán 
solicitudes fuera del tiempo y lugar señalados. También podrán ser remitidas en 
digital con firma electrónica mediante el correo electrónico señalado para el efecto. 
 

Las oficinas consulares escanearán las solicitudes de reconsideración y las 
remitirán inmediatamente al correo electrónico señalado para el efecto por la 
Secretaría General del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social. Las 
solicitudes de reconsideración originales serán remitidas en el término de un día. 
 
Las resoluciones de reconsideración de admisibilidad de la Comisión Ciudadana 
de Selección se publicarán en el portal web institucional y en las instalaciones del 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social y se notificará a las y los 
postulantes en el correo electrónico señalado en el formulario de postulación. 
 
Las y los postulantes cuya solicitud de reconsideración haya merecido resolución 
favorable, pasarán a la etapa de calificación de méritos. No se admitirá apelación 
respecto a la resolución de reconsideración desfavorable”. 

 
Es decir, el accionante activó la vía adecuada, pero aún así se 

encuentra inconforme. Entonces, la sola inconformidad con una decisión 
administrativa, ¿es suficiente para que se acepte una acción de 
protección? No, la sola inconformidad no es suficiente. La jurisprudencia 
de la Corte Constitucional del Ecuador establece que esta garantía no 

puede utilizarse para sustituir los recursos ordinarios, reabrir debates 

administrativos o impugnar actos solo por estar en desacuerdo. 
 

3. ABUSO DEL DERECHO 

 
La Corte Constitucional del Ecuador ha establecido que el abuso 

del derecho ocurre cuando se instrumentalizan las garantías 
jurisdiccionales (acción de protección) con fines contrarios al 
ordenamiento jurídico, afectando la buena fe procesal y la lealtad con el 
sistema judicial. 
 



 
 

 

La línea de precedente y sanción se ha consolidado a través de los 
siguientes hitos: 
 

➢ Sentencia 345-18-EP/23: La Corte estableció que el uso 
inadecuado de las garantías jurisdiccionales constituye abuso del 
derecho, sirviendo como advertencia formal a entidades estatales y 
accionantes. 

➢ Sentencia 2231-22-JP-23: La Corte determinó que existe abuso del 
derecho cuando los accionantes y su abogado patrocinador 
desnaturalizan el objeto de una garantía jurisdiccional con ánimo 
de causar daño, lo que conlleva consecuencias legales. 

➢ Sentencia 224-23-JP/24: La Corte sancionó a los peticionarios y a 
su abogado por presentar acciones sucesivas a sabiendas de que 
existían decisiones previas de la Corte, declarando formalmente el 
abuso del derecho y remitiendo el expediente al Consejo de la 
Judicatura para las sanciones disciplinarias correspondientes. 

 
La sanción por esta conducta está amparada en el artículo 23 de 

la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 
el cual faculta a los jueces a sancionar a los operadores de justicia, 
abogados o partes procesales que incurran en el abuso del derecho, 
pudiendo remitir los expedientes a la Fiscalía si existen indicios penales 
o al Consejo de la Judicatura por infracciones profesionales. 
 

4. ANÁLISIS DEL ARTÍCULO 66.23 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA 

REPÚBLICA DEL ECUADOR 
 

En la legislación ecuatoriana, el derecho constitucional de petición 
establece de forma expresa, “No se podrán dirigir peticiones a nombre del 
pueblo”. Las solicitudes deben presentarse a título personal o en 
representación legal de una organización o comunidad específica. En 
dicho orden, el juzgador debe también analizar, cuál es el fin que 
pretende la garantía constitucional propuesta. 

 
Del análisis de la pretensa acción, de manera tácita, se pretende 

incluir al pueblo, como un supuesto afectado de las acciones -
vulneradoras- que, a decir del quejoso, se han presentado en el decurso 
del concurso, del cual hace conocer al juzgador, ha sido apartado o 
inadmitido. 
 

La acción propuesta, en sus esclarecedores apartados señala, 
 

“La vulneración constitucional en el presente caso no consiste únicamente en la 
exclusión formal del accionante dentro del concurso para la designación de la 
Primera Autoridad de la Fiscalía General del Estado. La afectación es mucho 



 
 

 

más profunda, pues implica la utilización arbitraria del aparato administrativo 
para restringir ilegítimamente el acceso del accionante a un procedimiento público 
que debía garantizar precisamente la participación plural, democrática y 

transparente de los ciudadanos en la conformación de las más altas 
autoridades de control del Estado. 
 
(…) 
 
Por tanto, la continuidad de un concurso presuntamente desarrollado bajo 
vulneraciones constitucionales no solo afecta al accionante, sino también a toda 
la ciudadanía”. 

 
Si una acción de protección de manera encubierta pretende 

reconocer afectaciones a todo un pueblo, a los ciudadanos, o a la 
ciudadanía, pero en realidad encubre un interés particular, se configuran 
vicios de improcedencia y desnaturalización de la garantía según el 
ordenamiento jurídico ecuatoriano. 
 

La legislación y la jurisprudencia establecen consecuencias claras 
al respecto: 
 

➢ Improcedencia por vía inadecuada: Las acciones de protección 
buscan tutelar derechos frente a vulneraciones concretas a una 
persona o grupo determinado. Si el reclamo es de interés 
particular, los jueces constitucionales deben declarar la acción 
improcedente, ya que existen vías judiciales ordinarias 
(contencioso-administrativos, ante la inconformidad de un acto 
administrativo) idóneas para resolver conflictos individuales. 

➢ Desnaturalización de la garantía: Utilizar una acción de protección 
individual para conseguir una declaratoria de derechos 
desnaturaliza el propósito de la garantía. La Corte Constitucional 
ha sido enfática en que no se puede usar esta vía rápida para 
declarar derechos. 

➢ Legitimación activa: Para reclamar afectaciones que involucren a 
todo un pueblo, se requiere una acción de protección colectiva o 

una acción de inconstitucionalidad, las cuales tienen requisitos 
específicos y son tramitadas directamente por la Corte 
Constitucional o por entidades legitimadas, no por un particular 
buscando un beneficio propio. 

 
Recapitulando, la acción de protección no puede ser presentada 

para la declaración de un derecho, pues no es una acción declarativa, 
ésta procede únicamente para la declaración de vulneración de derechos 
constitucionalmente reconocidos. 
 



 
 

 

5. INEXISTENCIA DE NORMA RESTRICTIVA Y PRECLUSIÓN DE 

LA ETAPA DEL CONCURSO 
 

Las bases del concurso no prohíben expresamente la entrega a 
través de un tercero de la documentación y expediente, una vez se ha 
postulado para el mismo, por lo que el accionante pretende confundir e 
inducir a error, sobre una actuación que es perfectamente legal y 
procedente. 
 

Valga advertir, y explicar una actuación que de manera maliciosa 
y temeraria no ha sido compartida al juez constitucional, esto es que la 
postulación exigió previamente una validación y postulación en línea o 
por medios digitales específicos, lo cual así ocurrió con el postulante 
doctor Carlos Leonardo Alarcón Argudo, por lo que, para el análisis de 
este cargo, el juez constitucional ha de dilucidar entonces, haciendo un 
ejercicio de ponderación, si para dicho fin -postulación- prevalece el uso 

de la plataforma oficial, y si este actuar en sí, implica su consentimiento 
y voluntad de actuar activamente en el concurso. 
 

Analizando los supuestos de hecho que expone el accionante 
tenemos, 
 

“Debe señalarse que el artículo 30 del Reglamento del Concurso regula 
expresamente la entrega de documentación y el procedimiento de recepción de 
expedientes. Sin embargo, de la revisión integral del referido artículo y del régimen 
reglamentario del concurso, no existe disposición alguna que autorice que la 
documentación pueda ser presentada por terceras personas ajenas al postulante. 
Por el contrario, del propio diseño normativo del concurso se desprende claramente 
que la postulación es personalísima, la entrega de documentación forma parte 
esencial del acto de postulación y la recepción del expediente constituye un acto 
individual e intransferible del postulante. 
 
(…) 
 
Como se ha manifestado en líneas anteriores, el artículo 30 del Reglamento del 
Concurso regula expresamente la forma de entrega y recepción de la 
documentación de los postulantes. 
 
Del análisis integral de dicha disposición reglamentaria se desprenden tres 
aspectos: 
 
1. La postulación es un acto personalísimo; 
2. La entrega de documentación constituye parte esencial del acto de postulación; 
3. El reglamento jamás prevé, autoriza o contempla que un tercero pueda 
presentar documentación en nombre del postulante. 
 
(…) 
 



 
 

 

Este punto es central: el artículo 30 del Reglamento regula la forma de 
presentación y recepción de la documentación dentro del concurso. Sin embargo, 
dicha norma no autoriza expresamente que la documentación pueda ser 
presentada por una tercera persona. Por ello, si la Comisión interpretó de manera 
estricta el Reglamento para excluir al accionante, debía aplicar ese mismo rigor 
respecto de todos los postulantes”. 

 
En derecho administrativo (principio de legalidad y buena fe), lo 

que no está expresamente prohibido está permitido. Restringir la 
recepción, por la intervención de un tercero, sin estar en las bases o 
reglamentación, vulneraría el derecho a la igualdad y al libre acceso a la 
función pública consagrado en la Constitución. 
 

Se verificará entonces, que la Codificación del Reglamento no 
prohíbe expresamente la gestión de un tercero en la entrega del 
expediente, y en consecuencia al haber ya presentado mi postulación 
formal en línea, y en la cual lo que se debe valorar es mi intención de 

participar en el concurso, la entrega de documentos posteriores se ha de 
considerar y se entiende así se lo hecho, un mero trámite de gestión. 
 

A este respecto, la Codificación del Reglamento para el Concurso 
de Méritos y Oposición para la Selección y Designación de la Primera 
Autoridad de la Fiscalía General del Estado, en su artículo 30 señala, 
 

“Artículo 30.- Presentación de postulaciones.- Las postulaciones serán 
presentadas en las oficinas del Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social o en las oficinas autorizadas que consten en la convocatoria y en el correo 
electrónico señalado para el efecto, en el horario especificado en la convocatoria. 
Las y los ciudadanos domiciliados en el exterior presentarán sus postulaciones en 
las representaciones diplomáticas y oficinas consulares del Ecuador”. 

 
Es evidente entonces que se regula la forma de la entrega, más no 

el fondo de lo pertinente, exclusivo, y obligatorio que debe contener un 
expediente de postulación, y parafraseando lo que expone el accionante, 
“El reglamento jamás prevé, autoriza o contempla que un tercero NO pueda 
presentar documentación en nombre del postulante”. 
 

Cabe destacar que la acción propuesta, deja entrever una simple 
inconformidad con la etapa de reconsideración, y al respecto debo 
destacar que, dentro del concurso para la selección y designación de la 
primera autoridad de la Fiscalía General del Estado, dicha etapa ha 
precluido, y se pretende por esta vía reaperturarla, lo cual desnaturaliza 
adicionalmente esta garantía, y la Codificación del concurso al respecto 
destaca, 
 

“Artículo 24.- Preclusión.- La finalización de una fase del concurso público 
constituye la preclusión de esta, previo la reconsideración o recalificación 



 
 

 

respectiva dentro del término previsto en la fase. No se admitirá reconsideración o 
recalificación alguna por parte de las y los postulantes respecto de una etapa que 
hubiere precluido. 
 
La finalización de la fase será conocida por el Pleno del Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social, con base al informe emitido por la Comisión 
Ciudadana de Selección en el que constará las actividades realizadas en el 
desarrollo de la fase y los resultados de esta con las correspondientes evidencias. 
 
Para la emisión de este informe la Comisión Ciudadana de Selección dispondrá de 
tres días término a partir de la emisión de la resolución de reconsideración, 
recalificación y en el caso de impugnación a partir de la notificación de la 
resolución sobre las apelaciones. El Pleno del Consejo de Participación Ciudadana 
y Control Social conocerá sobre el informe y la finalización de la fase, dentro del 
término de tres días a partir de la recepción del informe”. 

 
Esto es, a través de esta garantía, se pretende reabrir el debate 

administrativo de la fase de admisibilidad y reconsideración, lo cual está 

prohibido por la Constitución vigente y los precedentes constitucionales 
obligatorios, como se ha expuesto ya en este documento. 
 

PRETENSIÓN 

 
Por lo expuesto, al ser mencionado y hacer referencias sobre mi 

persona, califico como tercero con interés en la presente garantía 
jurisdiccional, ergo, dentro de mi derecho a la defensa, mi intervención 
es vital para controvertir los argumentos del accionante, precautelar mi 
buen nombre, y evitar que una decisión judicial afecte mi esfera jurídica 
sin haber tenido la oportunidad de defenderme. 
 

La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional permite que cualquier persona natural o jurídica que 
tenga un interés directo en el mantenimiento del acto u omisión que 
motiva la acción, intervenga en el proceso en cualquier estado de la 
causa. 

 
En consecuencia, solicito: 

 
1. Se sirva remitir atento oficio dirigido al señor Andrés Xavier 

Fantoni Baldeón, PRESIDENTE del CONSEJO DE PARTICIPACIÓN 
CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL, a fin de que se sirva certificar a 
través del departamento que corresponda, si el postulante doctor 
Carlos Leonardo Alarcón Argudo, presentó su FORMULARIO 
ÚNICO DE POSTULACIÓN y generó con éxito el Registro de 
Postulación para el Concurso de Méritos y Oposición para la 
Selección y Designación de la Primera Autoridad de la Fiscalía 



 
 

 

General del Estado en el portal habilitado por dicha entidad, 
identificando el día, hora y código asignado al postulante.  
 

2. Se sirva remitir atento oficio dirigido a la señora Cynthia Alexandra 
Jacho Tipán, PRESIDENTA de la COMISIÓN CIUDADANA DE 
SELECCIÓN PARA EL CONCURSO DE MÉRITOS Y OPOSICIÓN 
PARA LA SELECCIÓN DE LA PRIMERA AUTORIDAD DE LA 
FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO, a fin de que certifique si el 
postulante doctor Carlos Leonardo Alarcón Argudo, ha presentado 
dentro de su EXPEDIENTE DE POSTULACIÓN documentos que 
dicen relación a los formularios habilitados para el concurso y que 
están identificados en los artículos 27 y 29.1, 29.2, 29.3, 29.4 de 
la Codificación del Reglamento para el Concurso de Méritos y 
Oposición para la Selección y Designación de la Primera Autoridad 
de la Fiscalía General del Estado, y si estos constan con su firma 
de uso personal. 

  
3. Se sirva desechar la presente acción de protección, por 

manifiestamente improcedente. 
 

4. Al identificarse un abuso del derecho, en atención a la línea 
jurisprudencial vinculante emitida en la sentencia 2231-22-JP/23 
por la Corte Constitucional del Ecuador, se analice la conducta del 
legitimado activo el cual de manera evidente y como he 
desarrollado, lo que pretende es llegar a sorprender a su autoridad, 
inducirla a error, y por lo tanto, una vez determinado este acto de 
abuso del derecho, se oficie al Consejo de la Judicatura, a fin de 
que el accionante y la defensa técnica sean sancionadas conforme 
las normas correctivas y coercitivas que se establecen en el Código 
Orgánico de la Función Judicial, sentencia constitucional que 
destaca, “68. El artículo 23 de la LOGJCC regula el abuso del 
derecho en materia de garantías jurisdiccionales, en los siguientes 
términos: Art. 23.- Abuso del derecho.- La jueza o juez podrá 
disponer de sus facultades correctivas y coercitivas, de conformidad 
con el Código Orgánico de la Función Judicial, a quien, abusando del 
derecho, interponga varias acciones en forma simultánea o sucesiva 
por el mismo acto u omisión, por violación del mismo derecho y en 
contra de las mismas personas. En los casos en que los peticionarios 
o las abogadas y abogados presenten solicitudes o peticiones de 
medidas cautelares de mala fe, desnaturalicen los objetivos de las 
acciones o medidas o con ánimo de causar daño, responderán civil 
o penalmente, sin perjuicio de las facultades correctivas otorgadas 
a las juezas o jueces por el Código Orgánico de la Función Judicial y 
de las sanciones que puedan imponer las direcciones regionales 
respectivas del Consejo de la Judicatura. 69. De esta disposición 



 
 

 

normativa se desprende que, para que exista abuso del derecho, 
deben verificarse los siguientes elementos: 1. El elemento subjetivo, 
que se refiere a los peticionarios o a las abogadas y abogados que 
presenten acciones de garantías jurisdiccionales. 2. La conducta, 
que puede consistir en: 2.1. Proponer varias acciones de forma 
simultánea o sucesiva por el mismo acto u omisión, alegando la 
violación del mismo derecho y en contra de las mismas personas; 
2.2. Presentar peticiones de medidas cautelares de mala fe; o, 2.3. 
Desnaturalizar el objeto de las garantías jurisdiccionales con ánimo 
de causar daño. 70. La consecuencia jurídica de la verificación de la 
conducta 2.1 es que la jueza o juez constitucional pueda ejercer las 
facultades correctivas y coercitivas previstas en el COFJ. En caso de 
verificar las conductas 2.2 y 2.3, también corresponde que la jueza 
o juez constitucional ejerza las facultades correctivas y coercitivas 
previstas en el COFJ, así como que disponga la imposición de las 
sanciones que sean pertinentes por parte del Consejo de la 
Judicatura. Ello sin perjuicio de la posible responsabilidad civil o 
penal del abogado o peticionario que haya incurrido en las 
conductas calificadas como abuso del derecho. (…) 72. Por otro lado, 
como se indicó previamente, el abuso del derecho requiere el ánimo 
de causar daño. Por la naturaleza subjetiva de este requisito, este 
no necesariamente debe demostrarse a través de una prueba 
directa, sino que puede ser probado a través de una serie de indicios 
que, en conjunto, le permitan a la autoridad judicial inferir la 
intención de causar daño. (…) 74. Esta intención de inducir a error a 
las autoridades judiciales, en opinión de la Corte, permite inferir el 
ánimo de causar daño a la administración de justicia constitucional, 
a fin de que prospere una pretensión que desnaturalizó una garantía 
jurisdiccional. Por lo expuesto, la Corte considera que existen 
suficientes indicios para inferir que, en este caso, los accionantes y 
su abogado patrocinador desnaturalizaron la acción de protección 
con ánimo de causar daño. 75. Al verificar que los accionantes de la 
acción de protección y su abogado patrocinador desnaturalizaron el 
objeto de la garantía jurisdiccional con ánimo de causar daño, la 
Corte determina la existencia de abuso del derecho por incurrir en la 
conducta 2.3 identificada en el párrafo 69. Por tanto, en lo que 
respecta al abogado patrocinador, la Corte remite el expediente al 
Consejo de la Judicatura para que imponga las sanciones 
correspondientes, de conformidad con el artículo 23 de la LOGJCC 
(…). 76. En virtud de lo expuesto en este acápite, cuando un operador 
judicial conoce una demanda que busque desnaturalizar el objetivo 
de las garantías y verifica el cumplimiento de los requisitos previstos 
en el artículo 23 de la LOGJCC, le corresponde sancionar el abuso 
del derecho. Si, a pesar de ello, la autoridad judicial tramita y 
conc n una 



 
 

 

desnaturalización que implica vulnerar el derecho a la seguridad 
jurídica y podría acarrear consecuencias como las que se identifican 
en las secciones siguientes de esta sentencia”, por cuanto de 
manera alguna, han justificado la vulneración reclamada, ni al 
derecho constitucional de participación, seguridad jurídica, y 
debido proceso, sino que con su acción pretenden desnaturalizar 
el objeto de la garantía jurisdiccional, con ánimo de causar daño. 

 

DEFENSA TÉCNICA 

 
Designo y autorizo en calidad de mi abogado defensor, al señor 

doctor ESTUARDO SALVADOR SALVADOR Mgs., abogado en el libre 
ejercicio de la profesión, quien queda facultado para suscribir a mi 
nombre los escritos que sean necesarios dentro de este expediente. 
 

Las notificaciones que me corresponden las recibiré en el correo 

electrónico ; en el casillero judicial 
 

 
 

Adjunto a la presente los siguientes documentos: copia de la cédula 
de ciudadanía del señor doctor CARLOS LEONARDO ALARCÓN 

ARGUDO; y, copia de la credencial de mi defensor. 
 

Firmo juntamente con mi abogado defensor. 
 
 
 
 

DR. CARLOS LEONARDO ALARCÓN ARGUDO 
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